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10. Derecho Penal - Corte Suprema 

MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD

EXISTENCIA DE VERSIONES CONTRADICTORIAS DEL ACCIDENTE 
DE TRÁNSITO. INCERTIDUMBRE QUE MOTIVA LA REALIZACIÓN 
DE ALCOHOLEMIA A UN OCUPANTE DEL VEHÍCULO DISTINTO 
DE AQUEL QUE SE AUTOINCRIMINÓ. AUSENCIA DE ACTUACIONES 
POLICIALES ENGAÑOSAS DESTINADAS A OBTENER UN MEDIO DE 
PRUEBA INCRIMINATORIO A ESPALDAS DEL SUJETO. ERRÓNEA 
DETERMINACIÓN DE LA CALIDAD DE IMPUTADO resultadO DE LA 
FALSA VERSIÓN DE LOS HECHOS DADA POR SUS PARTÍCIPES.

Hechos

Juzgado de Garantía dicta sentencia condenatoria por el delito consumado de 
conducción en estado de ebriedad causando daños. Defensa de condenado recurre 
de nulidad, la Corte Suprema rechaza el recurso de nulidad penal deducido, 
con voto de disidencia.

Antecedentes del fallo:
Tipo: Recurso de nulidad (rechazado)
Rol: 2855-2015, de 7 de abril de 2015
Partes: “Ministerio Público con Enrique Barraza Puelles”
Ministros: Sr. Milton Juica A., Sr. Hugo Dolmestch U., Sr. Lamberto Cisternas 
R., Sr. Carlos Cerda F. y Abogado Integrante Sr. Jean Pierre Matus A.

Doctrina

I.	 En el caso de autos, al momento de concurrir funcionarios de Carabineros 
al lugar de los hechos y efectuar las primeras indagaciones, se encontraron 
con versiones contradictorias, ya que mientras los ocupantes del automóvil 
sostuvieron que quien lo conducía era una persona –quien en definitiva resultó 
condenado–, los testigos sindicaron a otra, incertidumbre que fue la que mo-
tivó la realización de alcoholemia a ambos ocupantes del vehículo. De esta 
manera, queda claro que la autoincriminación de uno de los ocupantes del 
vehículo es lo que lleva a darle la calidad de imputado, pero las dudas que 
surgen sobre la veracidad de esta imputación motivan la toma de alcoholemia 
al otro ocupante, examen que no se ha demostrado se haya practicado sin 
su conocimiento o en contra de su voluntad. En estas circunstancias, cobra 
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relevancia el hecho que este examen, si bien se le tomó en calidad de testigo, le 
fue informado sin que haya certeza de su oposición al mismo, más aún cuando 
al presentar un elevado nivel de ebriedad es presumible que no tenga un nítido 
recuerdo de la forma en que ocurrieron los hechos. No es irrelevante el que 
al menos haya sido informado de la práctica del examen, ya que ello supera 
las pretendidas deficiencias del procedimiento adoptado, más aún cuando 
es un hecho de común conocimiento que la muestra de sangre que se toma en 
esas circunstancias tiene como finalidad determinar el nivel de alcohol en 
la sangre del sujeto, de modo que no es posible inferir que el requerido haya 
desconocido la trascendencia de dicha diligencia y con ello se haya visto 
afectado en sus garantías procesales (considerando 4º de la sentencia de la 
Corte Suprema).

	 Dicha conclusión se ve reforzada cuando se advierte que la calidad de testigo 
que, hasta entonces, tenía el sujeto que los testigos sindicaron como conductor 
del vehículo, partía de la base de la versión que éste, junto con las demás 
ocupantes del vehículo, dieron del suceso, de manera que la errada determi-
nación que en ese entonces se hizo de la persona responsable de los hechos es 
consecuencia de la alteración de la verdad que ellos convinieron, y que quedó en 
evidencia cuando se obtuvo la declaración de testigos imparciales de los hechos, 
como son el conductor del camión impactado y el bombero del servicentro donde 
éstos ocurrieron. Así, el sentenciado no contaba con la calidad de imputado 
al momento de la toma de la muestra de sangre porque en ese sentido obraron 
él y sus acompañantes al manifestar que no era quien conducía el vehículo, 
lo que lleva a establecer que no hay en este caso actuaciones engañosas de la 
policía tendientes a conseguir un medio de prueba incriminatorio a espaldas del 
sujeto, sino una errónea determinación de tales calidades que se produce como 
consecuencia de la falsa versión de los hechos dada por sus partícipes. En estas 
circunstancias, no puede el condenado reclamar de la falta de advertencia de 
sus derechos como imputado y de la ausencia del señalamiento de los hechos 
que se le atribuyen, puesto que ello se debe a su propia decisión de sustraerse 
de tal calidad y de la persecución penal que sobrevendría, exponiendo a una 
tercera persona a ocupar dicha posición en la investigación, actuación que 
no puede admitirse ya que excede del derecho de no autoincriminarse y pasa 
a constituir un ardid tramado para engañar a los funcionarios de la policía 
que inician las pesquisas. La falta de tratamiento de imputado por estas ra-
zones, entonces, lleva a concluir que no se aplicaba al sentenciado el estatuto 
de derechos que le favorecen por su propio obrar y, por ende, las exigencias 
que reclama la defensa respecto de la actuación policial no eran procedentes 
(considerando 5º de la sentencia de la Corte Suprema).

Cita online: CL/JUR/1861/2015
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Normativa relevante citada: Artículos 19 Nº 3 de la Constitución Política de 
la República; 83, 93 y 197 del Código Procesal Penal; 111 y 196 del D.F.L. 
Nº 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

Corte Suprema:

Santiago, siete de abril de dos mil 
quince.

VISTOS:
El Juzgado de Garantía de Illapel, en 

procedimiento simplificado, por senten-
cia de dos de febrero de dos mil quince, 
condenó al imputado Enrique Hernán 
Barraza Puelles como autor del delito 
consumado de conducción en estado de 
ebriedad causando daños, perpetrado el 
28 de junio de 2014, a sufrir la pena de 
trescientos días de presidio menor en 
su grado mínimo, multa de 4 Unidades 
Tributarias Mensuales, suspensión de 
su licencia para conducir por dos años, 
más accesoria de suspensión de cargo u 
oficio público durante el tiempo de la 
condena. Concede la pena sustitutiva de 
remisión condicional e impone el pago 
de las costas.

La defensa del acusado dedujo un 
recurso de nulidad, que fue admitido 
a tramitación por resolución de fs. 40, 
fijándose a fs. 50 la audiencia que se 
llevó a cabo para su conocimiento.

A fs. 53 se incorporó el acta que da 
cuenta de su realización.

CONSIDERANDO:
Primero: Que el recurso invoca úni-

camente la causal del artículo 373 letra 
a) del Código Procesal Penal, alegando 
la infracción de la garantía constitucio-
nal del debido proceso consagrada en 
el artículo 19 Nº 3 de la Constitución 
Política de la República, y la vulnera-
ción de los artículos 7º, 83, 93, 180 y 

197 del Código Procesal Penal. Señala 
que dicha transgresión se produjo como 
consecuencia de la diligencia intrusiva 
de extracción de sangre hecha al impu-
tado, encomendada por funcionarios 
de Carabineros al médico de turno sin 
orden previa del fiscal a cargo, ni lectura 
de sus derechos, ni informársele sobre 
los hechos que se le atribuyen.

Explica que luego de la colisión 
materia del proceso otra ocupante del 
vehículo se identificó como conductora 
ante Carabineros y se realizó voluntaria-
mente el examen “intoximeters”, para 
luego ser llevados todos los involucrados 
al Hospital de Illapel para constatar 
lesiones. En esa oportunidad, agrega, 
teniendo Barraza Puelles la calidad de 
testigo, es ingresado a un box y recos-
tado en una camilla, donde sin consulta 
previa se le realiza la extracción de san-
gre desde su brazo, siendo dado de alta 
en la misma calidad. Añade que, trans-
currido un tiempo, luego de realizadas 
las indagaciones y después de haber 
declarado los testigos del hecho, Barraza 
Puelles es requerido en procedimiento 
simplificado.

Sostiene que se produjo una vulne-
ración de las normas del debido proceso 
porque se obtuvo una prueba ilícita 
relacionada con la extracción de sangre, 
puesto que en los primeros actos del 
procedimiento Barraza Puelles fue tra-
tado como testigo, calidad en la que se 
realiza dicha extracción, sin aplicársele 
el estatuto de imputado. Afirma que el 
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examen físico se realizó excediendo las 
facultades autónomas permitidas en el 
artículo 83 del Código Procesal Penal, 
y que no se puede dejar al arbitrio de 
los funcionarios de la policía la determi-
nación del atributo legal que tiene una 
persona en un momento determinado 
de la investigación.

Asegura que la infracción denun-
ciada influyó sustancialmente en el 
pronunciamiento del tribunal porque 
el medio de prueba consistente en el 
examen de alcoholemia fue el único 
que pudo dar certeza sobre el estado de 
ebriedad del requerido; da cuenta de la 
preparación del recurso al haber pedido 
la exclusión de la prueba pericial del 
examen de alcoholemia en la audiencia 
de preparación del juicio simplificado, 
petición que fue rechazada; y en el juicio 
oral al pedir que no se valore este me-
dio de prueba por haber sido obtenido 
con infracción de garantías. Finaliza 
solicitando se anule el juicio oral y la 
sentencia, se determine el estado en 
que debe quedar el procedimiento y se 
ordene remitir los autos al tribunal no 
inhabilitado que corresponda para la 
realización de un nuevo juicio oral.

Segundo: Que al momento de llevar-
se a cabo la audiencia para el conoci-
miento del recurso, la defensa rindió la 
prueba ofrecida, incorporando la prue-
ba documental, consistente en el acta de 
alcoholemia voluntaria no suscrita por 
el requerido, boleta de alcoholemia en 
condición de copiloto y dato de atención 
de urgencia.

Tercero: Que para resolver adecua-
damente el recurso se hace necesario 
dejar asentado que ambos intervinientes 

están de acuerdo en que al momento de 
producirse la colisión materia de la in-
dagación el vehículo PPU BRHH-89-6, 
marca Kia, modelo Río, color plateado, 
año 2008, era tripulado por tres indivi-
duos, uno de ellos el condenado, y que 
al momento de constituirse Carabineros 
en el lugar, quien afirmó ser conductora 
del móvil fue doña Elia Olivares, por lo 
que recibió el tratamiento de imputada, 
mientras que los restantes ocupantes 
fueron tratados como testigos. Por 
otro lado, ambos intervinientes están 
de acuerdo en que en esta calidad se 
tomó el examen de alcoholemia al ahora 
condenado, discrepando, sin embargo, 
en cuanto éste fue tomado contra su 
voluntad o con su aquiescencia.

Sobre ese punto, cabe destacar que 
la sentencia cuestiona la verosimilitud 
de la falta de autorización alegada por 
la defensa, apoyándose en la forma que 
se describió el procedimiento de extrac-
ción de sangre por parte del testigo Nel-
son Ogalde Salinas, y en los dichos del 
funcionario policial Roa Oliva respecto 
del estado de ebriedad del imputado y 
las molestias que acusaba en su mano, 
que estima el fallo constituyeron las 
causas de la falta de suscripción del 
acta de alcoholemia respectiva. Dicho 
documento, aportado en la audiencia 
para el conocimiento del recurso como 
prueba, deja constancia que Barraza 
Puelles no puede firmar.

De esta manera, es posible concluir 
que no ha demostrado la defensa la 
falta de consulta previa para obtener la 
autorización del examen de alcoholemia 
efectuado al sentenciado, circunstancia 
que era de su cargo.
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Cuarto: Que, por otro lado, es útil 
tener en consideración que, al momento 
de concurrir funcionarios de Carabine-
ros al lugar de los hechos y efectuar las 
primeras indagaciones, se encontraron 
con versiones contradictorias, ya que 
mientras los ocupantes del automóvil 
sostuvieron que quien lo conducía era 
Elia Olivares, tanto el chofer del camión 
como el bombero del Servicentro donde 
ocurrió la colisión afirmaron que lo 
hacía Barraza Puelles. Esta incertidum-
bre fue la que motivó la realización de 
la alcoholemia a ambos ocupantes del 
vehículo, tal como consigna la sentencia 
en su motivo octavo.

De esta manera, queda claro que la 
autoincriminación de Olivares es la que 
lleva a darle la calidad de imputada, pero 
las dudas que surgen sobre la veracidad 
de esta imputación motivan la toma de 
alcoholemia al requerido, examen que 
no se ha demostrado se haya practicado 
sin su conocimiento o en contra de su 
voluntad. En estas circunstancias, cobra 
relevancia el hecho que este examen, si 
bien se le tomó en calidad de testigo, le 
fue informado sin que haya certeza de 
su oposición al mismo, más aún cuando 
al presentar Barraza Puelles un elevado 
nivel de ebriedad, según manifestaron 
los testigos que declararon en el juicio 
oral, es presumible que no tenga un 
nítido recuerdo de la forma en que ocu-
rrieron los hechos. No es irrelevante el 
que al menos haya sido informado de la 
práctica del examen, ya que ello supera 
las pretendidas deficiencias del proce-
dimiento adoptado, más aún cuando es 
un hecho de común conocimiento que 
la muestra de sangre que se toma en 

esas circunstancias tiene como finali-
dad determinar el nivel de alcohol en 
la sangre del sujeto, de manera tal que 
no es posible inferir que el requerido 
haya desconocido la trascendencia de 
dicha diligencia y con ello se haya visto 
afectado en sus garantías procesales.

Quinto: Que dicha conclusión se 
ve reforzada cuando se advierte que la 
calidad de testigo que, hasta entonces, 
tenía Barraza Puelles, partía de la base 
de la versión que éste, junto con las 
demás ocupantes del vehículo, dieron 
del suceso, de manera que la errada 
determinación que en ese entonces se 
hizo de la persona responsable de los 
hechos es consecuencia de la alteración 
de la verdad que ellos convinieron, y que 
quedó en evidencia cuando se obtuvo la 
declaración de dos testigos imparciales 
de los hechos, como son el conductor 
del camión impactado y el bombero 
del Servicentro donde éstos ocurrieron.

Así, el sentenciado no contaba con la 
calidad de imputado al momento de la 
toma de la muestra de sangre porque en 
ese sentido obraron él y sus acompañan-
tes al manifestar que no era quien con-
ducía el vehículo sino que lo hacía Elia 
Olivares, lo que lleva a establecer que no 
hay en este caso actuaciones engañosas 
de la policía tendientes a conseguir 
un medio de prueba incriminatorio a 
espaldas del sujeto –como ocurre en los 
casos de las SCS Nº 9758-2009, de trece 
de abril de dos mil diez, y Nº 28451-14, 
de treinta de diciembre de dos mil ca-
torce–, sino una errónea determinación 
de tales calidades que se produce como 
consecuencia de la falsa versión de los 
hechos dada por sus partícipes.
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En estas circunstancias, no puede 
el sentenciado reclamar de la falta de 
advertencia de sus derechos como impu-
tado y de la ausencia del señalamiento 
de los hechos que se le atribuyen, puesto 
que ello se debe a su propia decisión de 
sustraerse de tal calidad y de la persecu-
ción penal que sobrevendría, exponien-
do a una tercera persona a ocupar dicha 
posición en la investigación, actuación 
que no puede admitirse ya que excede 
del derecho de no autoincriminarse y 
pasa a constituir un ardid tramado para 
engañar a los funcionarios de la policía 
que inician las pesquisas. La falta de 
tratamiento de imputado por estas 
razones, entonces, lleva a concluir que 
no se aplicaba al sentenciado el estatuto 
de derechos que le favorecen por su 
propio obrar, y por ende las exigencias 
que reclama la defensa respecto de la 
actuación policial no eran procedentes. 
Carece de sustento, en consecuencia, 
la causal de nulidad impetrada, por lo 
que no queda sino rechazar el recurso.

Y visto, además, lo dispuesto en 
los artículos 373, 377 y 384 del Código 
Procesal Penal, se rechaza el recurso 
de nulidad deducido por la Defensoría 
Penal Pública a fojas 21 en favor de En-
rique Hernán Barraza Puelles contra la 
sentencia de dos de febrero de dos mil 
quince, cuya copia corre agregada a fs. 
1 y siguientes y contra el juicio oral sim-
plificado que le antecedió en el proceso 
RUC 1400629002-8, RIT 1026-2014, los 
que en consecuencia, no son nulos.

Acordada con el voto en contra del 
Abogado Integrante Sr. Matus, quien 
estuvo por acoger el recurso, anular 
la sentencia recurrida y disponer la 

celebración de un nuevo juicio oral 
simplificado, por cuanto, en su concep-
to, el tratamiento de testigo otorgado 
por la policía a Barraza Puelles desde 
el inicio de la investigación no resulta 
concordante con la naturaleza de los 
exámenes efectuados a su respecto, que 
el legislador expresamente consideró 
que sólo pueden realizarse al ofendido 
y al imputado, según se lee del artículo 
197 del Código Procesal Penal, que 
ordena que este último debe consentir 
expresamente en seguir dicho procedi-
miento o bien obtenerse permiso del 
juez de garantía ante su negativa. De 
esta manera, al no constar su anuencia 
ni haberse pedido la autorización judi-
cial, la toma de muestra se realizó en 
forma contraria a la ley, desde que se no 
informó a Barraza Puelles de los dere-
chos con que contaba en su calidad real 
ni de sus probabilidades de actuación.

Tiene presente, además, el disi-
dente, que esta Corte ha sostenido 
previamente que no parece del todo 
procedente que pudiera dejarse entre-
gada a la policía, órgano auxiliar del 
Ministerio Público, la determinación 
del atributo legal que tiene una per-
sona en un momento determinado en 
relación a la investigación de un hecho 
punible, definiendo por sí y ante sí, 
sin mayor control, si se le atribuye 
calidad de testigo o imputado, con 
las diferencias jurídico-procesales y 
penales considerables que supone cada 
estatuto –definido legalmente– lo que 
llevaría al extremo de que bastaría una 
simple estimación de quien realiza un 
procedimiento investigativo para defi-
nir si se declara en una u otra calidad, 
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lo que permitiría vulnerar los derechos 
constitucionales del imputado, pues de 
esa forma se podría ilegalmente obte-
ner información valiosa en contra del 
declarante para luego ser utilizada en 
su contra sin mayor advertencia, lo cual 
va contra el texto expreso de normas 
constitucionales y legales que inspiran 
el sistema procesal penal, que bajo nin-
gún respecto o circunstancia ampara. 
(SCS Nº 9758-2009, de trece de abril de 
dos mil diez, Nº 28451-14, de treinta de 
diciembre de dos mil catorce).

El disidente estima además que la 
prueba rendida en el recurso acredita 
que es indubitado que el condenado 
fue tratado como testigo al trasla-
darlo a un centro asistencial tras un 
procedimiento policial en el lugar del 
accidente y, en contra de la apreciación 
de la mayoría de la sala, que la toma de 
muestra sanguínea posterior en tales 
condiciones no puede considerarse 
voluntaria desde el momento que el 
entonces supuesto testigo carecía de la 
información o conocimiento necesario 
para consentir en una prueba corporal, 
dado que, como se ha dicho, no caben 
dudas en cuanto a que tal examen se 
le tomó sin advertirle previamente que 
la investigación se dirigía también en 
su contra y que tenía el derecho a opo-
nerse a la realización de la diligencia 
referida, con las consecuencias que ello 
pudiera acarrearle.

Por otra parte, el fallido intento de 
atribuir a un tercero la responsabilidad 
de los hechos no privaba al condenado 
en esas primeras actuaciones del pro-
ceso de sus derechos como imputado, 
ni impedía a la policía dudar de dicha 

versión. Es más, esa duda parece ser la 
principal razón por la cual la policía lo 
condujo a realizarse un examen desti-
nado a medir el grado de alcohol pre-
sente en la sangre de los imputados al 
momento de conducir, y no a establecer 
la fiabilidad de las declaraciones de un 
testigo atendido su nivel etílico.

En suma, el disidente estima que 
la situación descrita deja en evidencia 
no sólo un incumplimiento legal, sino 
que además un quebrantamiento de 
la garantía constitucional del debido 
proceso. En efecto, Barraza Puelles se 
vio despojado del estatuto de derechos 
y garantías que la ley le concede para 
hacer frente a la imputación penal, 
que además de traer consigo el riesgo 
de verse expuesto a sanciones corpo-
rales, es sostenida por un organismo 
cuya estructura y medios de actuación 
le entregan una ventaja significativa 
frente al particular en el desarrollo del 
proceso y en la producción y aporte de 
pruebas. Esta situación constituye una 
transgresión sustancial de sus garantías 
constitucionales, puesto que el impu-
tado ha sido privado del cabal ejercicio 
de su posición dentro del proceso pe-
nal como un sujeto de derechos, que 
significó, en este caso, la obtención de 
una prueba científica que constituyó el 
sustento de la decisión de condena, por 
lo que estima debe acogerse el recurso, 
y consecuentemente anularse el juicio 
oral y la sentencia.

Regístrese y devuélvase con su 
agregado.

Redacción del fallo a cargo del Mi-
nistro Sr. Dolmestch y de la disidencia, 
su autor.
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Pronunciado por la Segunda Sala, 
integrada por los Ministros Sres. Milton 
Juica A., Hugo Dolmestch U., Lamberto 

Cisternas R., Carlos Cerda F. y el Abo-
gado Integrante Sr. Jean Pierre Matus.

Rol Nº 2.855-2015.

El tratamiento de imputado como condición para la realización de 
exámenes físicos tendientes a acreditar la comisión del delito

Miguel Schürmann Opazo

Universidad de Chile

La Corte Suprema conoció del recurso de nulidad interpuesto por la defensa 
de un imputado en contra de una sentencia condenatoria por el delito consumado 
de conducción en estado de ebriedad causando daños, dictada en procedimiento 
simplificado por el Juzgado de Garantía de Illapel. La causal de nulidad deducida 
por la defensa fue la prevista en el artículo 373 a) del CPP, la que se habría con-
figurado en el proceso al haber realizado la diligencia intrusiva de extracción de 
sangre para un examen de alcoholemia del imputado, sin orden previa del fiscal 
a cargo y sin informarle previamente que la investigación se dirige en su contra, 
como parte de la lectura de derechos que en tal calidad le correspondía, pero que 
fue omitido por la policía. La ebriedad del imputado fue acreditada en el juicio 
en virtud de dicho examen de alcoholemia, demostrando la influencia del vicio 
en la resolución del caso.

Si bien constituye un hecho reconocido en la sentencia de nulidad que el examen 
de alcoholemia fue realizado al imputado sin haber previamente dado lectura de sus 
derechos, esto se debió –en opinión del voto de mayoría de la Corte que rechaza el 
recurso de nulidad– a que los ocupantes del vehículo que colisionó afirmaron que 
una tercera persona de sexo femenino era quien lo conducía y, por ende, fue a ella 
a quien se le dio el tratamiento de imputada desde el comienzo del procedimiento. 
Sin embargo, las declaraciones de testigos en el lugar ajenos al automóvil indicaron 
que el sujeto –de sexo masculino que posteriormente fue condenado– era quien 
conducía el vehículo. Es esta incertidumbre, la que habría motivado la realización 
de la alcoholemia a ambos ocupantes del vehículo. 

Los argumentos desarrollados por el voto de mayoría para rechazar el recurso 
de nulidad interpuesto son que (i) no se demostró que el examen haya sido practi-
cado sin el conocimiento o en contra de la voluntad del –posterior– imputado; (ii) 
su aceptación puede presumirse desde que es un hecho de común conocimiento 
que la muestra de sangre que se toma en esas circunstancias tiene como finali-
dad determinar el nivel de alcohol en la sangre del sujeto; (iii) el sentenciado no 
contaba con la calidad de imputado al momento de la toma de muestra de sangre 
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por una falsa afirmación sobre quién era el que conducía el vehículo, hecho que 
le era imputable a su propia responsabilidad; (iv) lo que demuestra que no existen 
en el caso actuaciones engañosas por parte de la policía para obtener un medio 
de prueba incriminatorio a espaldas del imputado, tal como ha ocurrido en otras 
sentencias anuladas por la Corte.

En sentido opuesto, el voto de minoría, postula acoger el recurso de nulidad 
básicamente porque (i) el artículo 197 del CPP ordena que, para practicar el 
examen de alcoholemia, el imputado debe consentir expresamente en él o bien 
obtenerse la autorización del juez de garantía, lo que no ocurrió en el caso; (ii) 
el consentimiento tácito del condenado al permitir la extracción de sangre en 
tales condiciones, no puede considerarse voluntario dada la carencia de lectura 
de derechos que en su calidad de imputado le correspondía; (iii) el tratamiento 
de testigo otorgado al posterior condenado por parte de la policía al inicio de la 
investigación no resulta concordante con el tipo de examen realizado, el cual sólo 
es procedente respecto del ofendido y el imputado de acuerdo a lo previsto en el 
artículo 197 del CPP; y, finalmente, (iv) porque el intento fallido de atribuirle a un 
tercero la responsabilidad en los hechos no privaba al condenado de sus derechos 
como imputado, desde que es la propia duda que surge en la policía sobre dicha 
versión la que funda la realización del examen de alcoholemia.

Por cierto, y aunque pueda producir un resultado político criminal eventual-
mente indeseado, la resolución correcta del conflicto se encuentra en la posición 
del voto de minoría. Como se puede apreciar, la principal discrepancia que se 
presenta entre ambas posiciones se funda en el tratamiento jurídico procesal que 
se le dispensa a un imputado que, intentando evadir la atribución de responsabi-
lidad penal, endilga la autoría del delito a un tercero. Para el voto de mayoría, el 
déficit de reconocimiento de garantías respecto del imputado que se vale de dicho 
ardid, le es imputable a un acto de su propia responsabilidad, por lo que no es 
posible alegar afectación de garantías a su respecto. Así, la nulidad penal tendría 
una regla análoga a la prevista en el artículo 1683 del Código Civil, esto es, que 
ella no puede ser alegada por quien ha concurrido a la realización del acto vicioso 
sabiendo o debiendo saber del vicio. Esta especie de sanción para quien se orienta 
estratégicamente en la persecución penal se desarrolla en el considerando Quinto 
del voto de mayoría y explica por qué dicho voto parece prescindir de lo dispuesto 
en los artículos 7º y 197 del CPP para este caso, ya que afirma que es precisamente 
la sospecha de falta de veracidad de los dichos del condenado en orden a excluir su 
participación o la incertidumbre que dicha discrepancia entre los testigos produce 
lo que explica la realización de la alcoholemia en infracción de lo dispuesto por el 
artículo 7º del CPP, y afirma que dado el estado de ebriedad del imputado, éste 
puede no recordar con precisión si consintió o no en la realización del examen, pese 
a que el artículo 197 del CPP pone de cargo del Ministerio Público la acreditación 
de los presupuestos de legitimidad del examen. Por cierto, no es posible afirmar la 
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voluntariedad de la renuncia de derechos del imputado –en este caso de exclusión 
para no colaborar en su incriminación– si éste no ha tenido la información necesaria 
para adoptar razonadamente dicha decisión. 

El voto de minoría identifica con precisión esta discrepancia, ya que no sólo 
arguye las normas legales que inequívocamente le otorgan el carácter de impu-
tación al examen de alcoholemia y, por ende, la calidad de imputado a quien es 
objeto del mismo, sino que también identifica una consecuencia inconciliable 
con el fundamento principal del voto de mayoría: “el fallido intento de atribuir 
a un tercero la responsabilidad de los hechos no privaba al condenado en esas 
primeras actuaciones del proceso de sus derechos como imputado”. La correc-
ción de dicha afirmación no sólo se deriva de la inexistencia de una norma de 
sanción semejante a la establecida por el artículo 1683 del Código Civil para el 
ámbito procesal penal, sino que principalmente del fundamento de la garantía 
constitucional al debido proceso. 

Las garantías que le confiere el sistema procesal penal al imputado son incondi-
cionadas, no dependen de la conducta que el imputado adopte en el proceso, sino 
que constituyen un estándar ineludible para dotar de legitimidad la imposición 
de una pena. Mientras el Estado le reconoce al imputado la posibilidad de actuar 
estratégicamente en la persecución penal, confiriéndole un derecho a no contribuir 
activamente en su incriminación, al Estado no se le permite sancionar sin satisfacer 
los estándares de legitimidad que el propio proceso establece. Así, para este caso, 
la policía infringió los derechos del condenado al practicarle un examen de alco-
holemia sin darle el tratamiento legal de imputado con anterioridad a ello, dado 
que a ese momento ya era sospechoso para la policía y el examen que le practicó 
ya implicaba la atribución de responsabilidad penal en los términos del artículo 7º 
del CPP, siendo completamente irrelevante cuál sea el origen de dicha sospecha ni 
la conducta que el condenado podría tener en orden a atribuir la responsabilidad 
a un tercero en los actos iniciales de la investigación, sin perjuicio de la responsa-
bilidad penal en que por estos hechos pueda incurrir el sujeto. 


